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Primera Parte
Moral y Derecho

I. Tiempos (supuestamente) inmorales

Durante las últimas décadas, la sociedad ha ido avanzando res-
pecto a conductas profundamente inmorales y obscenas que en 
tiempos pasados solían normalizarse o incluso ignorarse. Atro-
cidades como la esclavitud, las conquistas, los genocidios y las 
torturas como castigo no es que sencillamente hayan dejado de 
ocurrir, sino que, hoy en día, existen parámetros objetivos que 
demuestran cómo tales hechos a lo largo de los últimos años han 
ido disminuyendo a nivel global.

Sin que esto resulte una apología erigida desde un optimismo 
selectivo, ingenuo y desbordante, pues resulta un imperativo vi-
sibilizar y condenar en nuestro presente cualquier tipo de violen-
cias que menoscaban la dignidad de las personas —desplegadas 
a través de conflictos armados, guerras, desigualdades, pobrezas, 
hambrunas, explotaciones, despojos o formas modernas de es-
clavitud—, queda claro que los registros históricos sirven para 
evidenciar cómo en la actualidad “la violencia ha descendido du-
rante prolongados períodos de tiempo”1 y la sociedad cada vez es 
menos agresiva en ocasión de su modernización.

El progreso civilizatorio se ve reflejado en comunidades de 
personas más sensibles y conscientes; en la construcción de me-

1	 Véase Pinker, Steven, Los ángeles que llevamos dentro. El declive de la violen-
cia y sus implicaciones, trad. de Joan Soler Chic, Barcelona, Paidós, 2012.
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canismos que puedan evitar atrocidades a partir del estableci-
miento de límites a los usos y abusos del poder. En opinión de la 
historiadora Lynn Hunt, no es casualidad que al mismo tiempo 
en que la igualdad y la empatía dejaron de ser meros conceptos 
abstractos o consignas políticas para empezar a ser interioriza-
das, los derechos humanos hayan sido declarados como eviden-
tes y universales, pues éstos “no son simplemente una doctrina 
formulada en documentos; descansan sobre una determinada 
disposición hacia los demás, sobre un conjunto de convicciones 
acerca de cómo son las personas y cómo distinguen el bien del 
mal”.2

Sin embargo, a lo largo de los años, aunque el mundo sea más 
pacífico, existe un persistente estado de indiferencia hacia pro-
blemáticas comunes. El surgimiento de nuevos sufrimientos y 
desgracias, a la par de una insatisfacción colectiva en nuestras 
propias necesidades individuales, suelen ser un hecho notorio. 

La evidencia anecdótica indica que la gente cree que la mora-
lidad está en declive, que “la civilidad parece un hábito pasado de 
moda, la honestidad es contemplada como un ejercicio opcional 
y la confianza como una reliquia de otra época”;3 en resumidas 
cuentas, se cree que vivimos en tiempos inmorales donde el des-
apego y el trato que las personas se dan entre sí mismas tiende 
más hacia la crueldad que hacia el altruismo o la sensibilidad.

Dudar se ha convertido en una actividad cotidiana y la menti-
ra poco a poco copta la vida de las personas. “El discurso público 
ha aceptado como moneda de cambio la teoría de la posverdad o 
posfactualismo […], el abaratamiento de la verdad, la pérdida de 
sentido de las palabras públicas”.4 Propulsando una especie de 
escepticismo generalizado con profundas consecuencias para el 
entendimiento colectivo, el horizonte temporal encoje las posibi-
lidades por tolerar desacuerdos y dialogar con los demás. 

2	 Hunt, Lynn, La invención de los derechos humanos, Barcelona, Tusquets, 
2009, p. 26.

3	 Mastroianni, A.M., y Gilbert, D.T., “The illusion of moral decline”, Nature, 
vol. 618, 2023, p. 782, https://doi.org/10.1038/s41586-023-06137-x

4	 Gamper, Daniel, Las mejores palabras. De la libre expresión, Barcelona, Ana-
grama, 2019, p. 12.
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Al exigirse una opinión inmediata y definitiva respecto a 
cualquier tema se cercena algún atisbo de reflexión y el mañana 
deja de ser una promesa para convertirse en ultimátum: 

El futuro se cierra: el planeta está a punto de hervir, los dictadores 
tocan la puerta, las máquinas están a un brinco de someternos. La 
siguiente elección puede ser la última. El debate público borda en lo 
apocalíptico. La lucha electoral se concibe en muchos sitios como la 
última oportunidad de salvar lo esencial. Nuestra era es el tiempo 
de la emergencia [...]. La decisión de hoy es un asusto de vida o 
muerte.5

Tal parece que virtudes como la empatía, la responsabilidad, 
el respeto y la prudencia resultan incompatibles con un contexto 
en donde el espectáculo, lo vital y lo efímero imponen el camino 
a seguir en un contexto sin matices. 

Y es que vivimos en una época donde la inmediatez y la apa-
riencia han desplazado a la reflexión y la profundidad. En un con-
texto sin matices, las decisiones se toman más por el impacto 
que generan que por su justicia y los valores para la convivencia 
social se ven relegados, considerados casi como signos de debi-
lidad. Mientras el espectáculo se convierte en el motor de la ac-
ción social y política, las vías para distinguir entre lo que está 
bien y lo que está mal cada vez serán menos nítidas.

Vivimos en una especie de “pesadilla plural y demente en la 
cual nunca podemos creer del todo en lo que vemos, sentimos 
y escuchamos, o incluso en lo que pensamos. Lo real está fuera 
de nuestro alcance. Nuestras vidas se han vuelto tan extrañas e 
inciertas como el reino cuántico. Lo falso y simulado parecen es-
tar asfixiando la verdad, mientras que los aspectos ficticios de la 
existencia asedian el tabernáculo de la razón”.6

Como ha referido el profesor Rodolfo Vázquez, el mito del 
progreso se ha ido desgastando hasta decantar en fenómenos 
como: “el del individualismo, el de la libertad negativa a expen-

5	 Silva-Herzog, Márquez, Jesús, “El futuro contra la democracia”, Nexos, Mé-
xico, agosto 2024, p. 8.

6	 Labatut, Benjamin, La piedra de la locura, Barcelona, Anagrama, 2021, p. 20.
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sas de la positiva, el de la democracia procedimental sin soportes 
sustantivos y el del mercado sin acotamientos”.7 Nos encontra-
mos en una época en que lo social y lo comunitario pasan a se-
gundo término frente la exacerbación de lo individual, poniendo 
de manifiesto un cambio en las prioridades culturales y redefi-
niendo cómo las personas se relacionan entre sí.

Por más que se intente convencer sobre cómo los compor-
tamientos propios impactan el actuar de millones de personas, 
la percepción de fugacidad y fatalismo en los presentes contex-
tos propulsan una ilusión respecto al declive de la moralidad en 
nuestras sociedades contemporáneas. Así, el que está mal no es 
uno, sino el vecino; tiempos pasados siempre fueron mejores; y 
el mundo se puede caer a pedazos siempre y cuando yo esté dis-
frutando cómodamente de mi vida.

A pesar de que las formas modernas en que los medios de co-
municación parecen desproporcionadamente transmitir hechos 
trágicos y sucesos fatales en latitudes distantes, esto no ha podi-
do asegurar que los seres humanos actúen basándose en esa afi-
nidad.8 Mientras algo no me afecte de manera directa y tangible 
habrá que sospechar de sus verdaderos efectos y consecuencias,9 
además, se torna prácticamente imposible poder hacer algo al 
respecto, no estorbar también es ayudar. La culpa de las desgra-
cias ajenas nunca es propia,10 en todo caso, quienes están en esa 
situación se lo han buscado.

Corrientes dentro de las mismas filas liberales, como el libe-
ralismo libertario, históricamente han moldeado y definido que 

7	 Vázquez, Rodolfo, Entre la libertad y la igualdad. Introducción a la filosofía 
del derecho, op. cit., p. 253.

8	 Hunt, Lynn, op. cit., p. 216.
9	 Para Nagel: “La posición agencialmente relativa según la cual todas las ra-

zones de una persona derivan de sus propios intereses, deseos, y compro-
misos afectivos, significa que no tengo razón para preocuparme sobre lo 
que les sucede a otras personas salvo que lo que les suceda me importe, ya 
sea directa o indirectamente”. Nagel, Thomas, La última palabra, Barcelona, 
Gedisa, 1997, p. 138.

10	 Véase Mastroianni, A.M., y Gilbert, D.T., op. cit., pp. 782 - 789.
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las únicas obligaciones morales son obligaciones de abstención,11 
que mientras uno se refugie en un individualismo atomista y evi-
te interceder en los planes de otros, las responsabilidades socia-
les nunca serán compartidas.12

Dicha posición, llevada al extremo, termina por entender a 
las personas como seres absolutamente independientes y libres, 
desfonda por completo el valor de vivir en una comunidad plu-
ral, y asume que el egoísmo, el anonimato y la incapacidad de 
sentir empatía frente a aquellos con quienes no se comparte algo 
en común resultan la mejor alternativa para sortear los tiempos 
que corren. Entronizándose en un cómodo pedestal donde la úni-
ca posición moral válida es la que uno adopta, se juzga y se des-
deña al diferente, a quien no ha realizado el suficiente esfuerzo 
en adaptarse a lo que exige el progreso; es la concepción merito-
crática como criterio fundamental de justicia.

Bien lo prefiguró Norbert Elías desde hace tiempo: 

Tenemos la impresión de que, a causa de la civilización, estamos 
atrapados en una red tupida que los seres humanos menos civili-
zados no conocen; pero también sabemos que esos seres humanos 
menos “civilizados”, a su vez, suelen verse acosados por miserias y 
angustias que a nosotros ya no nos atormentan o, en todo caso, no 
nos atormentan de igual modo que a ellos.13

A costa de civilizarnos, del enorme desarrollo que se ha pro-
ducido durante los últimos siglos en aras de atenuar la barbarie 
—muy en línea con la forma en que hemos ido modificando nues-
tras conductas y sensibilidades humanas—, se ha preferido el 

11	 Garzón Valdés, Ernesto, “Los deberes positivos generales y su fundamen-
tación”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del derecho, 3, 1986, pp. 17-34.

12	 “La preeminencia de la libertad negativa descansa en una premisa anterior, 
a saber, la distinción que todos los libertarios aceptan entre omitir y actuar. 
Así, para Nozick, si uno se abstiene de hacer ciertas cosas —robar, matar, 
violar— ha cumplido con su deber”. Vázquez, Rodolfo, Teorías contempo-
ráneas de la justicia. Introducción y notas críticas, 2ª. ed., Ciudad de México, 
IIJ-UNAM-IECEQ, 2024, p. 62.

13	 Elias, Norbert, El proceso de la civilización: Investigaciones sociogenéticas y 
psicogenéticas, 4ª. ed., prefacio de Gina Zabludovsky, trad. de Ramón Gar-
cía Cotarelo, Ciudad de México, FCE, 2015, p. 52.
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miedo y la inacción egoísta sobre la confianza y una comprensión 
más comunitaria del lugar que habitamos. Dicho de otro modo: 

[…] a raíz de la historia de la civilización, la violencia externa va 
siendo sustituida progresivamente por una violencia interna, por 
los tormentos de la conciencia moral que nos encorseta. En cierta 
manera, el dolor ha sido asumido por esta instancia, en forma de 
autoflagelación, autocastración y autonegación, llegando en el peor 
de los casos a la autodestrucción.14

Así, actuar de acuerdo con los principios morales se torna 
una actividad enteramente discrecional y facultativa. No importa 
mucho lo congruente y consecuente que alguien sea, o acaso si 
existen incompatibilidades entre sus acciones y sus dichos, pues 
la verdad y lo correcto siempre serán cuestión de perspectiva.

No son tiempos inmorales por sí solos. No es que de repente 
todo se haya quebrado, ni tampoco que la noción de progreso ex-
tinguió por completo el virtuosismo y ahora los valores de forma 
excepcional salgan a flote en medio de penumbras. Si supuesta-
mente el pasado era un contexto más moral pero también más 
violento, en definitiva, algo está fallando si en condiciones que 
estructuran un mejor presente la moral es percibida peor que an-
tes. Si se sigue esa peligrosa pendiente resbaladiza tal parece que 
la correlación entre moralidad y violencia resultaría tolerable. Es 
decir, que ciertos individuos estarían dispuestos a vivir en so-
ciedades profundamente atroces siempre y cuando el estado que 
guarden los valores morales se encuentre en su apogeo.

Cuando el carácter egoísta de los valores, “en tanto estos re-
siden exclusivamente en la satisfacción de las preferencias de los 
individuos y no, por ejemplo, en las tradiciones culturales o en 
las virtudes comunitaritas”,15 distorsiona y perturba las posibili-
dades para formarse un juicio (incluso de la realidad más eviden-
te), no cabe duda de que las personas estarán convencidas de la 
crisis y el declive generalizado de la moralidad.

14	 Flasspöhler, Svenja, Sensible. Sobre la sensibilidad moderna y los límites de lo 
tolerable, trad. de Alberto Ciria, Barcelona, Herder, 2023, p. 114.

15	 Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción y no-
tas críticas, cit., p. 69.
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En la actualidad la satisfacción o promoción de los intereses 
de los individuos atraviesa una comprensión bastante convenien-
te de la moralidad; “la idea de unos seres humanos aislados que 
deciden, actúan y ‘existen’ en absoluta independencia mutua es 
una creación artificial de los seres humanos que resulta caracte-
rística de una cierta etapa en el desarrollo de su autoexperien-
cia”16 y, por ende, lo más sencillo será instalarse plácidamente allí 
sin mayores preocupaciones. 

Al momento en que acechan tiempos muy complejos y cuyas 
consecuencias serán determinantes para el futuro de la sociedad, 
en donde una supuesta inmoralidad prescribe la realización de 
valores concretos, no habrá más que comprender que “la justicia 
no juega un papel circunstancial o contingente con respecto a las 
leyes o las instituciones, sino necesario y sustantivo”.17 

En ese orden de ideas, reivindicar la moral como fundamen-
to de la acción humana se convierte en un camino esencial para 
construir un porvenir más prometedor, donde valores como la 
dignidad, la justicia y la igualdad no se vean reemplazados por la 
incertidumbre generalizada, los prejuicios irreflexivos y la into-
lerancia colectiva. Sin embargo, ¿cómo se agrava este panorama 
ante la emergencia de fenómenos políticos cuyas consecuencias 
son todavía impredecibles al atacar directamente los cimientos 
sobre los que se funda una comunidad plural y democrática? ¿De 
qué manera el escepticismo hacia las instituciones afecta la capa-
cidad de una sociedad para generar consensos éticos? ¿Es posible 
un consenso ético en sociedades profundamente fragmentadas? 
¿Se puede reivindicar la ética ante este escenario? 

16	 “Esta creación descansa, en parte, en una confusión entre el ideal y la rea-
lidad y, en parte también, en una cosificación de los aparatos individuales 
de autocontrol y en la exclusión de los impulsos afectivos individuales del 
aparato motor”. Elias, Norbert, op. cit., p. 43.

17	 Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción y no-
tas críticas, cit., p. 29.
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II. Entre la manipulación y la desconfianza populista

Desde mediados del siglo pasado, y en gran medida por un entor-
no marcado por el auge de los fascismos y la devastación causada 
por la Segunda Guerra Mundial, Max Horkheimer llamó la aten-
ción respecto sobre cómo el papel de la razón en la modernidad 
se fue transformando hasta convertirse en una mera herramienta 
de corte instrumental al servicio de los intereses dominantes.

Advirtiendo sobre el peligro de que un determinado contexto 
orille a los seres humanos a ignorar los valores colectivos más 
elementales, en favor de cumplir con los propósitos y objetivos 
dictados por el orden imperante, el cofundador de la Escuela de 
Frankfurt escribió: “Cuanto más se debilita el concepto de razón, 
tanto más fácilmente queda a merced de la manipulación ideoló-
gica y de la difusión de las mentiras más descaradas”.18

Así, no solo Horkheimer denunció cómo dicha metamorfo-
sis desestabilizó los marcos éticos de las acciones individuales, 
también prefiguró sus dilatadas implicaciones a futuro. Y es que, 
en un escenario tan exacerbado como el de hoy en día, no cabe 
duda de que uno de los principales peligros de la percepción de 
un deterioro de la ética es que las personas resultan todavía más 
vulnerables a ser influenciadas por líderes y actores malintencio-
nados.19

En tal sentido, la apreciación colectiva respecto a la desorien-
tación moral termina por acelerar y avivar un profuso desconten-
to en amplios sectores de la población gracias a una crisis de legi-
timidad de los modelos tradicionales de gobierno; esta situación 
se refleja en la creciente desconfianza hacia las instituciones, 
percibidas como corruptas, ineficaces e incapaces de responder 
a las necesidades más apremiantes de la ciudadanía.

Cuando los derechos y las libertades que enmarcan los actua-
les esquemas normativos son contemplados como simples pro-
mesas sin algún tipo de garantía para la mayoría de las personas, 

18	 Horkheimer, Max, Crítica de la razón instrumental, trad. de Jacobo Muñoz, 
Madrid, Trotta, 2002, p. 61.

19	 Mastroianni, A.M., y Gilbert, D.T., op. cit., p. 788.
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es indudable que sus proyectos de vida quedarán al completo ar-
bitrio del azar y al margen de cualquier certidumbre en el maña-
na. Poner en entredicho los modelos democráticos se vuelve lo 
más fácil al momento en que la ciudadanía percibe que las élites 
están desconectadas de sus problemas cotidianos o que instru-
mentalizan las instituciones para su propio beneficio. 

Frente al inaplazable panorama que se despliega, lo cierto 
es que nociones como “Estado de derecho”, “democracia cons-
titucional”, o “gobierno de la ley”, le dicen muy poco a millones 
de individuos cuyas necesidades básicas no están cubiertas y se 
encuentran predeterminadas por factores como la violencia es-
tructural y el modelo económico imperante. Dispuestos a correr 
cualquier tipo de riesgo por no tener nada que perder, lo cierto 
es que dichos sujetos intentarán encontrar desesperadamente re-
medios a costa de lo que sea.

Como menciona Adam Przeworski, “las últimas tres décadas 
han atestiguado una insatisfacción creciente con las instituciones 
representativas tradicionales, una erosión y fragmentación del 
sistema tradicional de partidos, un alza de los partidos de extre-
ma derecha y el surgimiento de ‘magos’ políticos en la forma de 
individuos o partidos que ofrecen soluciones milagro”.20 De este 
modo, a manera de respuesta rápida a dicho malestar social ge-
neralizado, surgen tanto en democracias recientes como de larga 
data fenómenos globales como los populismos.

Enalteciendo un marcado maniqueísmo ideológico y promo-
viendo un modelo de democracia desintermediada, esta renova-
da tendencia política altera los equilibrios tradicionales y pertur-
ba la estabilidad institucional construida a lo largo del tiempo, 
de modo que la moral ya no sirve a las personas como parámetro 
objetivo orientador para trascender sus intereses particulares ha-
cia metas colectivas y valores universales.

Por esta razón, aunque el populismo promueva mecanismos 
de participación directa con el pretexto de preservar idílicamen-
te la voluntad inequívoca de la soberanía, no es casual que al-

20	 Przeworski, Adam, “¿Democracia? ¿Qué es eso?”, Nexos, 1 de octubre de 
2024.
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gunos lo consideren “parasitario de la democracia” o una “for-
ma degradada” de ella.21 A través del clientelismo de masas y el 
debilitamiento de los contrapesos que dividen al poder político, 
este fenómeno se mueve en una delicada frontera “formalmente 
democrática, con un control autoritario, pero previniendo de no 
devenir en dictadura”.22

Al relegar a la ética a un plano secundario y desvincularla por 
completo de la vida pública, el actual panorama político genera 
confusión y pone en riesgo la capacidad de las comunidades para 
enfrentar desafíos colectivos de forma solidaria y sostenible. Así, 
las emociones desaforadas priman sobre la racionalidad y la pos-
verdad sobre el rigor de los hechos, haciendo que la realidad pier-
da relevancia. 

Por ello, “hoy por hoy, tanto el paisaje creado por nuestros 
medios de comunicación como nuestras experiencias cotidianas 
parecen estar siempre nublados, teñidos de desconfianza, la ex-
traña sensación de que el mundo ha perdido algo esencial”.23 Tal 
parece que en lugar de fomentar principios que justifiquen deci-
siones justas y equitativas para todos, la moral se utiliza como un 
recurso discursivo para legitimar acciones que refuerzan narrati-
vas simplistas y excluyentes; el resultado es una sociedad donde 
el debate público se vacía de contenido ético y se centra en la 
confrontación y el dominio verbal, dejando poco espacio para 
reflexiones profundas o consensos genuinos. 

En consecuencia, la coherencia y consistencia de una perso-
na, o las contradicciones entre sus acciones y sus palabras, pasan 
a ser insignificantes en un entorno donde algunos creen que todo 
vale, en donde la razón no la obtiene quien argumenta y con-
vence de mejor manera sino quien alza más la voz y adopta un 
tono estridente, retóricamente persuasivo y políticamente inco-
rrecto.24

21	 Véase Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción 
y notas críticas, cit., pp. 324 y 325.

22	 Ibidem, p. 324.
23	 Labatut, Benjamin, op. cit., p. 69.
24	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, “Reflexiones generales y propuestas con-

cretas para fortalecer la ética profesional de los juristas teóricos en la direc-



41 | 

Moral y Derecho

Así, el intercambio de argumentos entre individuos libres e 
iguales para la identificación de principios morales y su posterior 
concreción normativa pierde sentido al estar condicionado por 
el aplauso fácil y la satisfacción inmediata de las multitudes. No 
es que lo que decida una mayoría automáticamente sea correcto 
—como revitalizando una especie de “populismo moral” que en-
traña una democracia puramente procedimental—,25 el problema 
es que el ejercicio deliberativo, antes que ser entendido como un 
medio democrático idóneo, resulta tramposo por ocultar sus pre-
tensiones elitistas tras construcciones epistemológicas parciales.

Al rechazar hábitos y costumbres arraigadas, así como nor-
mas y convenciones sociales que suelen alinearse con valores 
morales compartidos, estas tendencias populistas ponen en en-
tredicho la idea misma que engloba la paulatina construcción de 
una vida comunitaria y cualquier oposición o disidencia que pue-
da poner en riesgo su propia subsistencia se contempla como una 
vil amenaza. Así, las decisiones que se tomen pueden no tener en 
cuenta adecuadamente la moralidad o los derechos de todos los 
individuos; sin embargo, si son lo suficientemente populares y 
son manipuladas para la legitimación del poder político, seguirán 
siendo ampliamente aceptadas.

El populismo, por lo tanto, reduce las estructuras básicas de 
los regímenes democráticos para convertirlas en un marco políti-
co abstracto que no pretende dar cuenta de complejas construc-
ciones ideológicas, divisiones partidarias, o acaso justificaciones 
de las decisiones tomadas (las cuales, dicho sea de paso, en un 
sinfín de ocasiones, carecen de inmaterialidad en la práctica co-
tidiana de las personas). Bajo esos parámetros, las convenciones 
heredadas a lo largo del tiempo son sistemática y agudamente de-
safiadas para mutar en endebles criterios que invitan a sumarse a 
esas coyunturas de incertidumbre y confrontación. 

ción de trabajos académicos”, Quintas Jornadas de Ética Jurídica. La ética en 
el ejercicio profesional, IIJ-UNAM, 2024 (en prensa).

25	 Véase Montero, Julio, “La concepción de la democracia deliberativa de C. 
Nino: ¿populismo moral o elitismo epistemológico?”, Doxa, Cuadernos de 
Filosofía del derecho, 29, 2006, pp. 321 y ss.
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Diversas preguntas saltan a la vista en estos contextos de cris-
pación política, como, por ejemplo: ¿Qué razones fundamentan 
la validez de los principios morales si a lo largo de los últimos 
años ha quedado demostrada su inefectividad en la promoción 
del bienestar colectivo? ¿Realmente la moral es aplicable a todos 
los contextos sociales y culturales? ¿Qué justifica que se permita 
una acción mientras se prohíbe otra? ¿Por qué entonces debemos 
comportarnos de una forma específica en un lugar y de otra en 
otro? ¿Se puede rechazar la moral sin más al no haber consecuen-
cias visibles ni efectivas?

Cuestionando hasta qué punto la moral representa fielmente 
la justicia y el bienestar social, además de impulsar su desarrollo 
y fortalecimiento, la relación entre populismos y corrección po-
lítica cobra especial relevancia en ocasión de disputar el actual 
estado de las cosas y reabrir ciertos debates que parecerían ya 
haber estado zanjados; avances civilizatorios que resulta preferi-
ble desdeñar en aras de la premura y la angustia que provoca un 
contexto irreflexivo.

Al atraer a individuos que se sienten marginados o frustra-
dos por las normas sociales contemporáneas, estas circunstan-
cias abren una fase de transición en donde las pautas antiguas 
se vuelven parcialmente inadecuadas y aún no han surgido nue-
vas directrices sólidas para un mañana que quizá nunca llegue.26 
Como resultado, las personas enfrentan una profunda inseguri-
dad al tratar de guiar su comportamiento,27 ya que la moral que 
debería regularlo se ve debilitada ante un panorama social que no 
abarca dicho comportamiento.

No se trata de que la aversión al cambio y el deseo de disfrutar 
de forma efímera lo que está disponible en el presente den lugar a 
una renovada “disposición conservadora”28 que encuentre profusa 
consonancia con los vigorosos esquemas populistas. Más bien, es 
simple y sencillamente, el desconcierto y la desconfianza genera-
lizada provocan un caldo de cultivo propicio para que broten pro-

26	 Véase Elias, Norbert, op. cit., pp. 525 y 526.
27	 Ibidem.
28	 Véase Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción 

y notas críticas, cit., pp. 111 y ss.
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puestas radicales que prometan soluciones expeditas y directas a 
las problemáticas percibidas por los individuos, sin considerar las 
complejidades del entorno social, por eso mismo, el populismo 
puede decantar políticamente hacia la izquierda o hacia la derecha. 

Como menciona Urbinati: “Capaces de estar en la división 
derecha/izquierda, los movimientos son populistas debido a su 
evaluación moral maniquea de la política, gracias a lo cual elevan 
la volonté générale de Rousseau y relegan el respeto liberal por los 
derechos civiles, y en particular los derechos de las minorías”.29

A fin de cuentas, y más allá de las predilecciones ideológicas 
que se compartan, parecería que de lo que se trata es de ignorar 
las disidencias desde las antípodas y reducir a la marginalidad 
a quienes critican el discurso oficial y el nuevo orden político 
vigente. Estableciendo un ambiente en el que la diversidad de 
opiniones se ve restringida, la calidad del debate público se ve 
erosionada y la pluralidad limitada. 

Por ello, es evidente que la polarización se erija como una de 
las consecuencias más visibles de estos contextos. El incremento 
en la toxicidad de la retórica política culmina en marcadas divi-
siones entre quienes conforman una misma comunidad, exacer-
bando tensiones sociales y afectando su cohesión hasta “percibir 
al ‘Otro’ en términos tan negativos que un adversario político 
normal con el que se compite por el poder se transforma en un 
enemigo al que hay que desterrar”.30

Desde esta perspectiva, la ética pierde su capacidad para re-
gular la conducta de los individuos en relación con sus semejantes 
por el simple hecho de que el respeto mutuo y la responsabilidad 
en la interacción social son considerados como algo prescindible. 
Así, la retórica populista, además de contribuir a la radicalización 
de las personas, también “aumenta la relevancia de la identidad 
partidista del grupo y, a su vez, las percepciones de amenaza a 
ese estatus de grupo”, haciendo incluso que las diferencias se 

29	 Urbinati, Nadia, “Teoría política del populismo”, Revista Mexicana de Socio-
logía, vol. 85, núm. 1, 2018, p. 207.

30	 McCoy, Jennifer, “Reflexiones sobre el populismo y la polarización en 
América Latina y sus consecuencias para la democracia”, Desafíos, vol. 34, 
núm. 2, 2022, p. 5.
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vuelven irreconciliables y se llegue a “considerar al otro bando 
como una amenaza existencial para su modo de vida”.31

Entre la manipulación y la desconfianza provocada por el popu-
lismo, el desprecio por la moral como guía para legitimar comporta-
mientos sociales genera un delicado efecto dominó. En este escena-
rio, las motivaciones para realizar acciones virtuosas se desvinculan 
de su impacto positivo en la comunidad a la que se pertenece, debi-
litando así la conexión entre la ética y el bienestar colectivo. 

¿Cómo actuar ante este agravado panorama y de qué forma 
solventar tales contracciones entre ética y política? ¿Dónde que-
dan los valores básicos que persigue la estructuración de una 
democracia como herramienta que cohesiona jurídicamente una 
sociedad? ¿Qué demanda hoy en día la dimensión normativa del 
Derecho frente a la emergencia de estos fenómenos?

El siguiente apartado ensaya diversas reflexiones al respec-
to. Explorando la necesidad del restablecimiento de las virtudes 
morales en medio de un clima de polarización y desconfianza, 
a continuación, se ofrecen algunas advertencias en línea con la 
manera en que la construcción de un diálogo plural y la búsque-
da de soluciones integrales que aborden las preocupaciones de 
todos los miembros de una comunidad se tornan endebles por 
el desmantelamiento de un modelo de Estado que no ha logrado 
cumplir sus promesas en la atención de las desigualdades estruc-
turales y la promoción de la justicia social.

III. Desmantelamiento del modelo 
 democrático constitucional

Hace ya algún tiempo una gran parte de la humanidad asumió 
que el modelo político para aproximarse a la deliberación moral 
fundamentada en ideales críticos de discusión racional, equidad 
en la información y capacidad de persuasión encuentra su mejor 
esquema en la democracia, surge la necesidad de diseñar institu-
ciones públicas que garanticen el respeto a los principios funda-
mentales que entraña el funcionamiento de la propia sociedad. 

31	 Ibidem, pp. 5 y 6. 
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Así, en aras de preservar los procesos de participación en la toma 
de decisiones colectivas, resulta fundamental reconocer que la or-
ganización de la vida humana, tal como la entendemos actualmen-
te, depende intrínsecamente de la existencia de normas jurídicas. 
Estas normas, concebidas como reglas, fundamentan las relaciones 
intersubjetivas y establecen las condiciones necesarias para permi-
tir que los individuos actúen como agentes autónomos dentro de 
un sistema que protege su capacidad de elegir, opinar y contribuir 
a las decisiones que les afectan. Como menciona el profesor Fran-
cisco Laporta: “Sin reglas, o con unas reglas confusas, interinas y 
débiles, surgirían con virulencia algunos importantes problemas de 
justicia, de convivencia y de legitimidad del ejercicio del poder”.32

De este modo, independientemente de la percepción de inmo-
ralidad generalizada que tenga la sociedad o de vigorosas emer-
gencias políticas como los populismos, se espera que el Derecho 
fomente y demarque un entorno en el que la deliberación y la 
acción social pueden florecer, contribuyendo al bienestar común 
a través de espacios para ejercer la libertad y la igualdad. 

Pero cuando las condiciones económicas-financieras en las que 
se pensó y desarrolló el fenómeno jurídico contemporáneo han 
cambiado radicalmente en ocasión de una realidad marcada por 
la fragmentación del poder estatal, la desregulación y el predo-
minio de dinámicas globales interdependientes, no solo es que se 
tambalea el potencial del Derecho como articulador eficaz de la 
cohesión social y generador de la certeza institucional, sino que 
sus problemas “son cada vez más complejos y las instancias de 
decisión cada vez más dispares”33 excluyendo así a amplios sec-
tores de la población.

32	 Laporta, Francisco, “Interpretación de la ley”, en Isabel Lifante Vidal (ed.), 
Interpretación jurídica y teoría del derecho, Lima, Palestra, 2010, p. 174.

33	 “Por oposición al clásico «modelo supercentralizado, jerárquico y lineal», 
el derecho se orienta cada vez más hacia un «modelo superdescentraliza-
do, circular y recursivo». Constituye un espacio incluso «anárquico» en el 
que «las relaciones que prevalecen responden a una lógica “horizontal” o 
“transversal” más que “vertical”», que opera con una «relativa imprevisi-
bilidad» y desarrolla «estructuras de retroacción».” Martínez García, Jesús 
Ignacio, “derecho e incertidumbre”, Anuario de filosofía del derecho, núm. 
XXVIII, 2012, p. 108.
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En este contexto tan intrincado, prescindir de la deliberación 
democrática como práctica esencial que fomenta la inclusión, 
la pluralidad de perspectivas y la construcción colectiva de de-
cisiones justas y legítimas, termina socavando la posibilidad de 
construir consensos reales y refuerza dinámicas de poder unila-
terales que perpetúan y acrecientan desigualdades. Sin espacios 
para la participación activa y el reconocimiento mutuo, el tejido 
social se deteriora, dando paso a un modelo de desarrollo que 
automatiza procesos y escatima el diálogo entre diferentes. La 
voraz implantación de estas dinámicas ha ido deshumanizando la 
vida en sociedad, reduciendo a las personas a simples engranajes 
de un sistema que prioriza la eficiencia sobre la equidad y las uti-
lidades sobre el bienestar colectivo. Siguiendo esa línea de pensa-
miento, Yves Sintomer enfatiza: “Las decisiones son tomadas por 
las direcciones de las grandes corporaciones transnacionales, los 
mercados, las agencias de calificación, las organizaciones inter-
nacionales y los organismos tecnocráticos. Esta es la tendencia 
dominante en la actualidad”.34

Antes que la deliberación racional e informada entre todos los 
afectados funcione como brújula normativa, tal parece que ha-
bitamos un mundo dominado por las apariencias, donde unos 
cuantos determinan y cooptan los planes de muchos. 

Estamos ante una crisis apuntalada en la sobreacumulación de ca-
pital en manos de una cada vez más ínfima, insensible e insolidaria 
minoría, que solo le interesa, para su beneficio particular, la más 
absoluta desposesión de la inmensa mayoría de la sociedad y de los 
pueblos del mundo, pues en nada le interesa el bienestar general 
de la sociedad o de la humanidad. El capital ha vuelto a las avaras y 
bárbaras andanzas de sus orígenes. Ha dado la espalda a la ilusión 
de una conciliación entre las clases y sus intereses plurales.35

Cuando se glorifica la riqueza como sinónimo de éxito, la tri-
vialización del consumo se convierte en un eje central de la exis-

34	 Sintomer, Yves, “¿Condenados a la posdemocracia?”, Nueva Sociedad, núm. 
267, enero-febrero 2017, p. 32.

35	 Rivera Lugo, Carlos, Crítica a la economía política del derecho, Ciudad de 
México-Buenos Aires, Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en 
Ciencias y Humanidades-UNAM / CLACSO, 2024, p. 21.
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tencia moderna y se concibe un ciclo interminable de adquisición 
de bienes materiales que no precisamente satisfacen necesidades 
reales, sino que apuntan a alimentar una ilusión de pertenencia y 
reconocimiento en un modelo social asimétrico, jerárquico y se-
gregador. En este escenario moldeado por dinámicas superficia-
les de consumo y ostentación, el valor actual de las cosas se mide 
por su capacidad para proyectar estatus y satisfacer expectativas 
sociales impuestas. 

En esta civilización desmedida donde el entretenimiento ha 
suplantado al ideal que entraña la deliberación moral, los likes en 
redes sociales se han transformado en la nueva moneda de vali-
dación personal y en un indicador simbólico de relevancia social. 
Las profusas interacciones digitales banalizan las relaciones hu-
manas al reducirlas a métricas cuantificables y rentables, distor-
sionan la percepción que los individuos tienen de sí mismos y 
promueven una cultura donde la aprobación instantánea importa 
más que el contenido o el significado de las acciones. Este fenó-
meno va reforzando poco a poco un modelo capitalista basado el 
consumismo y en lo superfluo, donde la importancia de una idea 
se determina por su alcance popular y el valor de una persona se 
mide por su capacidad para maximizar la atención, a menudo a 
expensas de su trascendencia.

Al empobrecerse tanto la experiencia individual como colec-
tiva, la cultura del confort y del mínimo esfuerzo encuentra un 
terreno fértil para expandirse. Las nuevas generaciones olvidan 
el sacrificio y el trabajo de sus padres y sus abuelos que cons-
truyeron las bases de sus privilegios actuales, y también se ven 
atrapadas en una narrativa mediática necesariamente seductora, 
pero terriblemente complaciente,36 fomentando la gratificación 
inmediata y la pasividad crítica. 37 

36	 Véase Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción 
y notas críticas, cit., p. 321.

37	 Así, también resultan “espantosos la ignorancia, el desinterés y la irresponsa-
bilidad de gran parte de las personas por los efectos de sus prácticas de vida, 
del uso desaprensivo de fuentes energéticas no renovables al consumo exce-
sivo de carnes hasta la masa cotidiana de residuos plásticos y microplásticos 
con los que invadimos nuestros ríos y nuestros mares”. Ferrajoli, Luigi, Por 
una Constitución de la Tierra. La humanidad en la encrucijada, op. cit., p. 113.
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Y es que uno de los éxitos más contundentes de todo este es-
quema económico-político está basado en “la interiorización de 
las estructuras opresoras dentro del individuo moderno oprimi-
do, que se convierte a su vez en una institución de opresión que 
promueve divisiones entre aquellas otras personas que también 
son oprimidas”.38 Es decir, el sistema, además de oprimir, logra 
que los oprimidos reproduzcan su lógica, perpetuando un inter-
minable circulo vicioso de desigualdad y alienación. El constante 
estrés por cumplir con estándares inalcanzables ya sea en tér-
minos de consumo, apariencia o desempeño, desgasta a las per-
sonas y debilita su capacidad para cuestionar las narrativas que 
sostienen dichas exigencias.

El empobrecimiento de la calidad de vida y la erosión de la 
autonomía individual son consecuencias directas de una cultura 
que neutraliza cualquier intento significativo por promover pro-
yectos más solidarios. De este modo, la opresión se recicla, trans-
formándose en un mecanismo de autoperpetuación que opera 
desde las estructuras macroeconómicas hasta los microcontextos 
sociales. La precarización, entonces, además de ser económica, 
también es emocional y psicológica.

Esta pulverización de la comunidad, banalización del con-
sumo, búsqueda de un reconocimiento frívolo y dependencia 
de injerencia mediática se combinan para favorecer “la suplan-
tación absoluta del discurso político racional por la seducción 
emotiva de una retórica falaz, que puede conducir a conculcar 
en su núcleo más profundo el sistema de valores y principios 
en los que fundamentó su grandeza la democracia representa-
tiva”.39

Quizá, uno de los mayores problemas con este proceso es que 
desvía la atención de problemas estructurales y de carácter ur-
gente, como el impacto ambiental del hiperconsumo y la escasez 
de recursos exacerbada por la explotación desmedida.

38	 Aguilar, Eduardo Enrique, Sobre una teoría general de la Economía Solidaria, 
Monterrey-Buenos Aires, Universidad de Monterrey-CLACSO, 2024, p. 13.

39	 Rubio Núñez, Rafael, “Los efectos de la posverdad en la democracia”, Revis-
ta de derecho Político, núm. 103, septiembre-diciembre, 2018, p. 224.
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Cuando los problemas reales de la sociedad no pueden ser 
atajados por los esquemas normativos ideados por un régimen 
político-administrativo rígido que privilegia abierta y escanda-
losamente los intereses del mercado y de la clase capitalista,40 la 
democracia se ve comprometida en su esencia y se convierte en 
una frágil ilusión.

En este escenario, el Derecho, en lugar de ser contemplado 
como la vía más adecuada para la generación de futuros soste-
nibles y mecanismos de protección de los derechos en el largo 
plazo, corre el riesgo de ser usado para agravar la crisis del actual 
modelo democrático. El resultado es una democracia que está 
siendo desmantelada, donde las instituciones aparentan respon-
der a las necesidades de la ciudadanía, pero en realidad operan 
bajo la lógica de intereses corporativos.

De poco servirá que una Constitución esté poblada de dere-
chos si carece de garantías efectivas para su cumplimiento. Los 
derechos fundamentales, sin mecanismos claros y robustos que 
aseguren su ejercicio y protección, se convierten en declaracio-
nes simbólicas, incapaces de transformar la realidad. Cuando el 
acceso a la justicia está mediado por barreras económicas, polí-
ticas o culturales, el Derecho pierde su capacidad de proteger en 
igualdad de circunstancias a todas las personas, dejando a am-
plios sectores de la población desamparados frente a los abusos 
del mercado y del propio Estado.

Es tan triste como lamentable reconocer que el Derecho ha 
sido cómplice en la construcción de esta catástrofe. Lejos de ser 
una herramienta al servicio del bien común, el fenómeno jurídi-
co ha operado como un sistema diseñado y moldeado para favo-
recer la perpetuación del capital y las relaciones de explotación y 
dominación que lo sostienen. Además, este sesgo estructural no 
es casual, ya que es inherente a su configuración en sociedades 
capitalistas. El Derecho, en su diseño y aplicación contemporá-
nea, prioriza la protección de la propiedad privada, la acumula-
ción de riqueza y el funcionamiento de los mercados, incluso a 
costa de los derechos fundamentales de las personas. 

40	 Rivera Lugo, Carlos, op. cit., p. 112.
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La lógica de la explotación laboral, la privatización de los bie-
nes comunes y la exclusión sistemática de los sectores sociales 
más vulnerables son tres ejemplos concretos que encuentran en 
el Derecho tolerancia y respaldo activo. Ahora bien, este respal-
do antes que ser accidental, es el resultado de una profusa trans-
formación deliberada en su concepción y aplicación bajo las di-
námicas desenfrenadas de la globalización.

En el ámbito laboral, esta transformación es evidente. Refor-
mas sucesivas, diseñadas bajo la presión de las élites económicas 
y políticas, han arrebatado a los trabajadores las garantías míni-
mas que solían ofrecerse para equilibrar las relaciones de poder. 
La flexibilización de las condiciones de trabajo, la desarticula-
ción de la negociación colectiva y la proliferación de plataformas 
digitales que promueven el trabajo autónomo, son ejemplos de 
cómo el Derecho se utiliza para facilitar la explotación laboral en 
nombre de la eficiencia y la competitividad. Habrá que recordar, 
con Rodotà, que: “Libertad y dignidad pertenecen a la esfera de 
lo no negociable, de lo que está fuera del mercado. No puedo dis-
poner de mi libertad y de mi dignidad, poniéndolas en el merca-
do como si fuera un título jurídico cualquiera”.41 Este panorama 
se agrava con la corrupción presente en muchos sindicatos, que, 
lejos de cumplir su función como defensores de los derechos la-
borales, se han convertido en cómplices de estas dinámicas. En 
lugar de representar los intereses de la clase obrera, algunos or-
ganismos gremiales pactan acuerdos que precarizan las condicio-
nes de vida de millones de trabajadores y minan las bases de la 
acción colectiva, elementos esenciales para la construcción de 
una sociedad democrática.

De manera similar, la privatización de los bienes comunes  
—como el agua, el aire y los recursos naturales en general— re-
fleja cómo el Derecho ha sido instrumentalizado para transferir 
recursos colectivos a manos privadas. Este proceso, a menudo en-
marcado en términos de modernización y desarrollo, oculta su 
verdadero objetivo: garantizar que los beneficios de estos recur-
sos se concentren en pocos actores económicos, mientras las co-

41	 Rodotà, Stefano, La vida y las reglas. Entre el derecho y el no-derecho, Madrid, 
Trotta, 2010, p. 46.
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munidades quedan despojadas de su acceso y control. Este saqueo 
sistemático erosiona la confianza en el Derecho como medio para 
proteger el interés público y lo termina convirtiendo, más bien, en 
un medio de defensa excepcional y de escasa confianza colectiva.

Además, los sectores más vulnerables de la sociedad enfren-
tan un Derecho que, en lugar de protegerlos, opera como meca-
nismo de criminalización. La proliferación de políticas de “mano 
dura”, a través de la promulgación de leyes de corte punitivista, 
la militarización de la vida pública o el uso del derecho penal 
y las instituciones de procuración de justicia para gestionar las 
tensiones sociales, en definitiva, ponen en evidencia cómo las 
instituciones jurídicas pueden ser malversadas para el control y 
la opresión social. La falta de acceso a formas efectivas de defen-
sa legal y la creciente burocratización de los procesos judiciales 
perpetúan asimetrías y reafirman la idea de que el Derecho ex-
cluye y deja en una posición de desventaja estructural a una gran 
parte de la población.

No cabe duda de que es imposible construir una democracia 
sobre un Derecho que ha legitimado privilegios e ignorado las de-
mandas de justicia social. Por el contrario, el Derecho debe fun-
darse sobre un modelo político que garantice la redistribución 
justa de recursos y promueva la inclusión sostenible y sustenta-
ble. De lo contrario, la democracia se reduce a un espectáculo si-
mulado que solapa las verdaderas estructuras de poder, perpetúa 
injusticias y degrada la deliberación moral.

Una democracia sin un Derecho efectivo se convierte en un ejer-
cicio vacuo, incapaz de cumplir con su promesa de satisfacer las ne-
cesidades básicas, la igualdad y la participación. La incapacidad del 
sistema jurídico para responder a las necesidades de la mayoría ha 
reforzado dinámicas de marginalización, donde las decisiones clave 
no se fundamentan en los valores de justicia y equidad que deberían 
regir la vida pública y los ideales críticos de discusión racional.

Así, “la exclusión es la marca de la injusticia”42 y su normali-
zación se vuelve un rasgo estructural de las sociedades contem-

42	 Villoro, Luis, Tres retos de la sociedad por venir. Justicia, democracia, plurali-
dad, Ciudad de México-Buenos Aires-Madrid, Siglo XXI, 2009, p. 36.
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poráneas. A medida que la democracia, concebida como una for-
ma específica y contextual de normatividad, regulación social, 
gestión gubernamental e incluso construcción de subjetividades, 
demuestra una creciente incapacidad para desempeñar su fun-
ción ordenadora de manera autónoma, comienza a colapsar des-
de dentro. Por ello “los límites de lo jurídico se están empezando 
a redefinir de manera asombrosamente rápida e incierta. Si an-
tes disponíamos de reglas más o menos certeras para delimitar 
aquello que ha de concebirse bajo el paraguas del derecho, estos 
baremos empiezan a tambalearse”.43

Antes que buscar responsables específicos con nombre y 
apellido de este desprecio por un endeble esquema político que 
nunca terminó de consolidarse desde lo jurídico, cabe recordar 
que la historia de las instituciones democráticas es, en el fondo, 
poco más que un cúmulo de complicidades e indiferencias com-
partidas entre sus principales protagonistas. Se pensó un modelo, 
pero se dejó fuera del mismo a quienes lo accionaban, interpreta-
ban y modelaban; de tal forma que, al conjugarse la globalización 
y el capitalismo, resultó muchísimo más sencillo desarticularlo 
en ocasión del vaciamiento del fenómeno jurídico. Todos, en ma-
yor o menor medida, hemos sido partícipes, artífices o cómpli-
ces de este desarreglo institucional; de endiosar un modelo que 
nunca tuvo sentido excepto en las cabezas de una escasa minoría 
que, durante los últimos años, pretendió adjetivar la endeble de-
mocracia con una palabra que le quedaba y le queda aún muy 
grande: constitucional.44

IV. A vueltas con los operadores del derecho

El Derecho en democracia no opera de forma automática o ma-
quinal, “las normas jurídicas no contienen respuestas concretas 
o exactas a los problemas sociales sino que necesitan un intér-

43	 Lloredo Alix, Luis M., “La filosofía del derecho en tiempos de crisis: En 
torno al estatus epistemológico de la filosofía jurídica”, Revista Telemática 
de Filosofía del derecho, vol. 16, 2013, p. 128.

44	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, “Los abogados: un talón de Aquiles”, Ne-
xos, México, noviembre 2024, p. 51.
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prete, de un mediador entre la solución abstracta contenida en 
la ley y el caso concreto”.45 Para conferir verdadero sentido a las 
cuestiones jurídicas en un contexto no autoritario, es imprescin-
dible considerar la participación activa de quienes lo interpretan 
y lo implementan, de sus operadores. Pero no desde una óptica 
aislacionista o acaso diferenciándolos por completo de los usua-
rios. Una de las claves para armonizar este binomio consiste en 
otorgarle el lugar que les corresponde a quienes ejercen la prác-
tica jurídica como intermediarios de sus conciudadanos, como 
mediadores de la realidad social para hacer efectiva la resolución 
de conflictos y la consecución de la justicia.

Si, como se afirma, la propensión al debilitamiento de los 
estados democráticos de derecho obedece, en gran medida, a la 
falta de verdaderos demócratas, quizá, esa misma analogía (que, 
a fin de cuentas, encierra una exigencia) se pudiera trasladar ha-
cia el ámbito jurídico; eso implicaría reconocer que, más allá de 
contar con un conjunto de normas medianamente estructuradas, 
es esencial contar con juristas que adopten una postura crítica 
y comprometida con las mismas. Es decir, hay que repensar la 
indispensable necesidad de formar especialistas que velen por 
la salud del sistema jurídico, reflexionen sobre sus implicaciones 
y trabajen para desentrañar sus fundamentos, asegurando así su 
contribución al bienestar colectivo.

La idea que subyace tras esta analogía de las democracias sin 
demócratas se enfoca en la urgente necesidad de tener más per-
sonas que se interesen por el Derecho. Es imprescindible que ha-
gan conciencia sobre las consecuencias de sus labores desde una 
óptica más colectiva, entendiendo que el funcionamiento óptimo 
del modelo político en cuestión no puede fortalecerse sin el tra-
bajo de un conjunto de operadores con suficientes capacidades 
técnicas y un fuerte anclaje social para lograr el funcionamiento 
adecuado de las leyes y las instituciones que la soportan.46

Sin embargo, la combinación de una crisis civilizatoria ca-
racterizada por el descreimiento y una estrategia global de mer-
cantilización que busca “desregular cada uno de los espacios de 

45	 Lara Chagoyán, Roberto, op. cit., p. 21.
46	 Ibidem.
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intervención del estado como en la economía y la administración 
de bienes públicos, en la cultura, en la educación y en general en 
todas las instituciones sociales donde este tenga un espacio de 
injerencia”,47 ha dejado una estela de desorden e incertidumbre 
que impacta también al campo del Derecho. 

De esa manera, resulta ingenuo creer que la falta de condi-
ciones igualitarias en las sociedades de hoy en día todavía no han 
permeado las distintas profesiones legales. Al privilegiar una vi-
sión casi exclusivamente económica de la regulación, el Derecho 
ha permitido al mercado debilitar paulatinamente el rol social de 
los juristas, subordinándolos a una desaforada cantidad de exi-
gencias comerciales y la correspondiente maximización de inte-
reses egoístas. Esta orientación ha provocado que los operadores 
jurídicos actúen como engranajes de una maquinaria que perpe-
túa la desigualdad social y solo extraordinariamente se enfoquen 
en la defensa efectiva de los sectores más vulnerables.

Un caso evidente de esto es la disparidad en cómo se consigue 
una defensa legal adecuada. Mientras las élites económicas pueden 
costear servicios legales de alta calidad —teniendo equipos ente-
ros a su disposición para hacer frente a sus pretensiones—, las per-
sonas con menos recursos deben conformarse con abogados de 
oficio y defensorías públicas que frecuentemente enfrentan sobre-
cargas de trabajo48 y amplias insuficiencias prestacionales.49 Este 
desequilibrio agrava las injusticias y genera una cancha dispareja, 
reforzando la percepción de que el mismo sistema favorece de en-
trada solo a quienes tienen dinero para poder sortear sus aguas.

Además, el ejercicio del Derecho como una profesión estra-
tificada y, por lo general, monopolizada por quienes poseen tí-

47	 Álvarez León, José Antonio y Maciel Garduño, Alejandra, “Neoliberalismo. 
La desregulación como razón de Estado”, Revista del Posgrado en Derecho de 
la UNAM, vol. 7, núm. 13, 2011, p. 140.

48	 Véase Sancliment Martínez, Julio E., La defensoría pública en México. El ac-
ceso a la justicia de los desposeídos, Ciudad de México, Mexicanos contra la 
corrupción y la impunidad, 2009, pp.76 y ss, y 82 y ss.

49	 Véase Suárez Ávila, Alberto Abad y Fix-Fierro, Héctor, “El servicio profe-
sional de carrera en la defensoría pública en México”, Política y Gobierno, 
vol. 25, núm. 2, 2018, pp. 320 y ss.
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tulos académicos de instituciones consideradas de prestigio, o 
llamadas de élite, exacerba esas desigualdades. Precisamente, no 
es un secreto a voces que si pregunta a quienes ingresan a los 
primeros semestres de ese tipo de escuelas de Derecho, si les 
gustaría ejercer como defensores públicos al concluir sus estu-
dios, es probable que muy pocos, si acaso alguno, respondan afir-
mativamente.50

Esta arraigada orientación profesional se encuentra influen-
ciada y determinada por múltiples factores como el entorno 
académico que prioriza la formación en áreas de índole privada, 
como las corporativas o comerciales, minimizando el énfasis en 
materias relacionadas con el ámbito público, la justicia social y 
el servicio burocrático. Asimismo, los elevados costos de la edu-
cación en algunas de estas instituciones obligan a muchos estu-
diantes a buscar trabajos bien remunerados para poder pagar las 
deudas contraídas a lo largo de su trayectoria estudiantil.

En muchos casos, las instituciones educativas son parte del 
problema al generar barreras económicas, geográficas o socia-
les que conciben condiciones de imposible acceso para una gran 
mayoría de jóvenes. Esto, a su vez, restringe la diversidad en la 
profesión jurídica y limita las perspectivas desde las cuales se 
interpretan y aplican las normas. Por ejemplo, los pueblos y co-
munidades indígenas, cuyos derechos han sido históricamente 
vulnerabilizados, rara vez están representadas legalmente por 
personas que comprendan a profundidad sus contextos cultura-
les y, sobre todo, sus necesidades específicas.

El resultado integral de este fenómeno es un amplio modelo 
perjudicial en el que los abogados con más recursos tienden a 
enfocarse en la representación de intereses privados, mientras 
que las personas de bajos ingresos quedan relegadas a esquemas 
de defensa pública con recursos limitados, o bien a merced de la 

50	 Esto, quizá, se debe a que la estructura misma de dichas instituciones que 
fomenta la búsqueda de carreras en el sector privado, donde los ingresos 
y el prestigio social suelen ser mucho mayores. La defensa pública, por el 
contrario, se percibe como una labor mal pagada y con escaso reconoci-
miento, a pesar de su importancia crítica para garantizar el derecho a una 
defensa adecuada y el acceso igualitario a la justicia.
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excepcional caridad y filantropía de aquellos pocos profesionis-
tas o instituciones que eligen voluntariamente dedicar su tiempo 
y habilidades a causas sociales. Esto, antes que ser razonable a lo 
largo del tiempo, perpetúa un círculo vicioso de desigualdad, en 
el que refuerza la idea de que la justicia para los más desfavoreci-
dos es una cuestión de caridad y no un derecho garantizado por 
el Estado.

Las evidencias de esta problemática son abundantes. Otro 
ejemplo concreto es el fenómeno de la “judicialización” de con-
flictos sociales, donde abogados de élite utilizan su conocimiento 
técnico y su capacidad de influencia, explotando lagunas legales 
y manipulando procedimientos complejos, con el fin de obtener 
resultados favorables a sus clientes, a menudo a expensas del in-
terés público. Esta práctica, además de reflejar un uso estratégico 
del Derecho como herramienta para proteger privilegios, socava 
la confianza en las instituciones jurídicas. Casos emblemáticos 
de corrupción o evasión de responsabilidades fiscales por parte 
de grandes corporaciones o políticos suelen involucrar a opera-
dores que manipulan el sistema para prolongar procesos judicia-
les o evitar sanciones.

Es imposible negar que el Derecho ha ignorado e invisibiliza-
do sus principales promesas relacionadas con la igualdad social, 
configurando un panorama en el que los propios actores del sis-
tema han encontrado formas de beneficiarse de esta exclusión. 
Bien afirma Judt: “Una cosa es convivir con la desigualdad y sus 
patologías; otra muy distinta es regodearse en ella”.51

Desde hace tiempo el profesor Juan Ramón Capella señaló 
con agudeza cómo el abogado en la sociedad liberal, del capita-
lismo concurrencial, “en su actividad esencial, no es un litigante: 
es un componedor de normas privadas, particulares. Su trabajo 
consiste en idear y hacer aceptables todo tipo de compromisos. 
Su habilidad consiste tanto en el conocimiento del Derecho en 
vigor como, sobre todo, en el conocimiento de las característi-
cas específicas de la actividad económica y del tráfico de que se 
ocupan en cada caso sus clientes. El abogado-jurista de mercado 
desempeña la función de componedor del tráfico económico en 

51	 Judt, Tony, Algo va mal, trad. de Belén Urrutia, Madrid, Taurus, 2010, p. 35.
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una sociedad que se ve a sí misma como autorregulada por el 
mercado”.52

En efecto, si se aspira a que los operadores del Derecho sigan 
contando con un cierto valor para nuestros entornos democrá-
ticos, es imprescindible repensar su rol más allá de fungir como 
arquitectos del orden privado. Hay que repensar su papel de cus-
todios de la estabilidad del sistema económico por medio de la 
generación de soluciones pragmáticas y adaptables a cualquier 
necesidad que se le solicite.

En un contexto donde la desigualdad se profundiza y la de-
mocracia constitucional enfrenta desafíos significativos que po-
nen en riesgo su existencia, el lenguaje se erige como una de las 
pocas herramientas capaces de articular demandas, cuestionar 
estructuras de poder y promover un diálogo plural que fortalezca 
el entendimiento del Derecho como alternativa. 

Ante el abuso de la retórica, la propaganda y la publicidad 
para la manipulación de verdades y el aprovechamiento de cual-
quier oportunidad de negocio,53 el lenguaje, cuando es utilizado 
correctamente y en su potencial deliberativo, se erige como una 
de las herramientas más poderosas para enfrentar este panorama 
y reconstruir los fundamentos democráticos en estos tiempos. 

Es primordial enfatizar en que el lenguaje tiene la capacidad 
de nivelar desigualdades en los espacios de deliberación pública 
y jurídica. A través del uso honesto y transparente de la argumen-
tación, es posible garantizar que todas las voces, independiente-
mente de su posición social o económica, tengan la oportunidad 
de ser escuchadas y consideradas. Esto no es una petición de 
principios, sino una exigencia de índole ética y pragmática, ya 
que, si el lenguaje no sirve para el entendimiento colectivo, sim-
ple y sencillamente, no servirá para mucho más que para excluir 
y desemparejar, impidiendo que el Derecho pueda permitirnos 
salir de este atolladero.

52	 Capella, Juan Ramón, “Las transformaciones de la función del jurista en 
nuestro tiempo”, Revista Jurídica Crítica, núm. 17, agosto 2000, p. 55.

53	 Véase Blatt, Roberto, Historia reciente de la verdad, Turner, 2018, pp. 70-78.
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Justamente, en uno de sus libros más recientes,54 Roberto 
Gargarella, propugna por un enfoque jurídico construido desde 
una perspectiva democrática y dialógica, desafiando las concep-
ciones tradicionales centradas en el poder jerárquico y en las 
figuras de autoridad. Al fomentar un sistema institucional más 
abierto y sensible a las discusiones públicas, el autor destaca la 
importancia de democratizar la interpretación y la aplicación del 
Derecho para que funja como una herramienta que atienda las 
movilizaciones populares y organice espacios de deliberación in-
clusiva.

No se puede estar más de acuerdo con lo afirmado, el proble-
ma, quizá, es cuando los mismos operadores del Derecho, lejos 
de actuar como facilitadores o impulsores de una dinámica parti-
cipativa en condiciones de igualdad, en muchos casos, se aprove-
chan del lenguaje desde el ámbito jurídico para excluir o silenciar 
a quienes no tienen acceso a los recursos necesarios para navegar 
en su complejidad, o bien cuando el modelo democrático ha sido 
mermado en su faceta contramayoritaria.

Cuando el Poder Judicial, como institución diseñada para 
preservar las reglas del arreglo democrático constitucional y la 
consistencia del lenguaje que lo sustenta, se ha mostrado dubita-
tivo e incluso ineficaz, capturado por intereses ajenos a los que 
demanda el bienestar colectivo, o estructuralmente incapaz de 
actuar con la imparcialidad y la firmeza necesarias ante el fenó-
meno populista (que en distintas ocasiones ha terminado refor-
mando y distorsionando por completo el tradicional esquema de 
división de poderes), se evidencia un grave debilitamiento de su 
capacidad para concebir un espacio de deliberación entre igua-
les, donde el lenguaje del Derecho actúe como un vehículo para 
corregir injusticias.55

54	 Gargarella, Roberto, El derecho como una conversación entre iguales: qué ha-
cer para que las democracias contemporáneas se abran –por fin– al diálogo ciu-
dadano, Ciudad de México-Buenos Aires-Madrid, Siglo XXI Editores, 2021.

55	 Y es que, “cuando la maquinaria judicial de cualquier estado de derecho se 
pone en marcha, hasta el ciudadano más responsable y respetuoso puede 
verse atrapado en sus redes (la vida puede cambiar en cuestión de segun-
dos): basta un desliz, un error humano, una puerilidad evitable”. Talavera, 
Pedro, Derecho y literatura, Granada, Editorial Comares, 2006, p. 180.
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Por ahora, no será este el lugar en el que se señalen de forma 
exhaustiva las falencias, inacciones y hasta complicidades de la 
judicatura ante la destrucción de la democracia constitucional, 
ni tampoco se pretende explicar todas las veces en que ésta no 
ha estado a la altura de las circunstancias de millones de perso-
nas en su labor de garantizar, con mucha mayor transparencia 
y vehemencia, justicia y equidad en un contexto de crecientes 
desigualdades. Baste decir que “la singular estructura del estado 
constitucional ha catapultado a los jueces a una posición de privi-
legio”56 que ha terminado por poner en entredicho la legitimidad 
y defensa social de esta institución.

Por eso, resulta un imperativo insistir y volver al estudio de la 
abogacía desde trincheras iusfilosóficas,57 porque a diferencia de 
las personas juzgadoras y de la soberanía popular, quienes ejer-
cen este rol cuentan con el potencial de tender puentes entre los 
sistemas de poder y las necesidades de justicia social. Es la figu-
ra del abogado quien, con su conocimiento técnico del Derecho, 
tiene la capacidad única de interpretar y canalizar las demandas 
ciudadanas en un lenguaje comprensible y operativo para las 
instituciones. Más aún, pueden hacerlo desde una posición ins-
titucional que les permite entender la interpretación como una 
actividad valorativa, pero de tipo racional, que posibilite tanto la 
crítica al statu quo como la activa contribución a su transforma-
ción.

Desde hace años, Martín Böhmer, siguiendo a Nino, ha subra-
yado que los abogados tienen la responsabilidad de actuar como 
“igualadores retóricos”, facilitando que las demandas sociales, 
especialmente de los sectores más vulnerables, encuentren un 
cauce legítimo y efectivo en las instituciones contemporáneas. 
En esa línea, también señala que la práctica jurídica debe ser 
un espacio para materializar los principios éticos de autonomía, 

56	 Ibidem, p. 39.
57	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, Historia alternativa de la abogacía. Análisis 

crítico sobre la profesión, Ciudad de México, Fontamara, Facultad Libre de 
derecho de Monterrey, 2019; Garza Onofre, Juan Jesús, “Entre abogados te 
veas”. Aproximación multidisciplinar en torno a la abogacía y análisis iusfilo-
sófico sobre su proyección en la teoría del derecho contemporánea, Ciudad de 
México, IIJ-UNAM, 2020.
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igualdad y dignidad, garantizando que el lenguaje jurídico sea ac-
cesible y sirva, sobre todo, para que los procesos legales trabajen 
proactivamente para superar desigualdades.58

Dicha hipótesis resulta sugerente y difícilmente es posible 
refutarla bajo un modelo democrático constitucional robusto y 
estable que justifica la expropiación y el monopolio de la defensa 
de los derechos de las personas en quienes ejercen la abogacía. 
Sin embargo, una vez que tensiones significativas han dinamita-
dos los cimientos sobre los que se fundamenta tal modelo, bien 
vale la pena reflexionar sobre el rol de los abogados, no con el 
propósito de reconfigurar y corregir la democracia constitucio-
nal, más bien con la intención de desentrañar y explorar los mar-
cos conceptuales en los que ahora deberán desenvolverse

A pesar de que las ideas que se han planteado para generar 
un perfil de profesionista con mejores habilidades y más vincula-
do con la sociedad no han sido pocas, distan de ser recientes59 y 
siguen aumentando con el paso de los años,60 parecería que esta 

58	 Véase Böhmer, Martín, “Igualadores y traductores. La ética del abogado 
en una democracia constitucional”, en M. Villarreal, y C. Courtis, eds., En-
señanza clínica del derecho: Una alternativa a los métodos tradicionales de 
formación de abogados, Ciudad de México, ITAM, Sans Serif Editores, 2007.

59	 Pound, Roscoe, An Introduction to the Philosophy of Law, New Haven, CT, 
Yale University Press, 1954; Bielsa, Rafael, Derecho Administrativo, Bue-
nos Aires, Depalma, 1960; Parsons, Talcott, The Social System, Nueva York, 
Free Press, 1964; Zaragoza, Federico, El Estado y el derecho en la Sociedad 
Moderna, Madrid, Tecnos, 1982; Barcellona, Pietro, et al., La Crisis del Esta-
do de derecho, Barcelona, Ariel, 1988; Kronman, Anthony T., The Lost Law-
yer: Failing Ideals of the Legal Profession, Cambridge, Harvard University 
Press, 1993; Friedman, Lawrence M., Legal Culture and the Legal Profession, 
Boulder, Westview Press, 1996; Rhode, Deborah L., In the Interests of Jus-
tice: Reforming the Legal Profession, Nueva York, Oxford University Press, 
2000.

60	 Anzola Rodríguez, Sergio, El malestar en la profesión jurídica: tensiones entre 
la ética personal y la ética profesional de los abogados, Bogotá, Universidad 
de los Andes, 2019; Aparisi Miralles, Ángela, Ética profesional del abogado 
mexicano, Ciudad de México, Tirant lo Blanch, 2019; Bonilla Maldonado, 
Daniel y Crawfrod, Colin, El acceso a la justicia: teoría y práctica desde una 
perspectiva comparada, Bogotá, Siglo del Hombre Editores, Universidad 
de los Andes, 2019; Gallardo, Yurixhi, (ed.), Casos prácticos de ética de 
profesionales del derecho en México, Ciudad de México, Tirant lo Blanch, 
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vez ya es demasiado tarde para restaurar la confianza en un siste-
ma que, para muchos, se ha convertido en símbolo de exclusión 
y privilegio.

La posibilidad de concebir un colectivo comprometido con la 
democracia constitucional, y revertir el impacto de años de des-
conexión entre la práctica jurídica y las necesidades reales de la 
sociedad, no es más que un reflejo del menosprecio que el propio 
Estado ha mostrado hacia la construcción de una más justicia in-
tegral, pues la combinación de la desregulación sistemática de los 
espacios públicos y la falta de inversión en una formación ética y 
socialmente responsable de los operadores jurídicos ha provoca-
do una abogacía escéptica y profundamente mercantilizada para 
sortear las complejidades y desigualdades estructurales que plan-
tea la crisis de la democracia.

En ese sentido, salta la pregunta: ¿es posible transformar este 
panorama sin una reestructuración profunda del sistema jurídi-
co y de la formación de sus profesionales? La respuesta, aunque 
compleja, parece indicar que cualquier intento de cambio real 
debe comenzar por revalorizar el papel de quienes ejercen la 
abogacía como un agente clave para la defensa de los derechos 
fundamentales, la equidad y el fortalecimiento del Estado de-
mocrático. Esto implica, a la par de modificar la enseñanza y el  
aprendizaje del Derecho, construir instituciones que prioricen 
el interés público sobre los intereses mercantiles y privados. Sin 
esta transformación, el Derecho seguirá siendo una cómplice  
herramienta que perpetúe desigualdades y fomente un lúgubre 
panorama en que los privilegios de unos pocos se sostienen a 
costa del abandono de las mayorías.

2020; Bueno Ochoa, Luis, Ética de la abogacía, Madrid, Dykinson, 2021; 
Whalen-Bridge, Helena, The Role of Lawyers in Access to Justice Asian and 
Comparative Perspectives, Cambridge, Cambridge University Press, 2022; 
Seleme, Hugo, La ética de los abogados, Ciudad de México, IIJ-UNAM, 2023; 
Cruz Barney, Oscar, Sobre el sentido del término litigante en México, Estado 
de México, Poder Judicial del Estado de México, Ubijus, 2024.




